TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo trece (13) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 224 del 13 de mayo de 2016

Expediente No.
66001-22-13-000-2016-00500-00
Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, la Defensoría del Pueblo Regional Caldas y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda y el representante legal de Comfamiliar Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1.- Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2.- En el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira se encuentra radicada, bajo el número “2015-196”, la acción popular que formuló y en la que la juez nunca ha aplicado el artículo 5 de la ley 472 de 1998. Ha solicitado vigilancia judicial, requerido al a quo a fin de que cumpla los términos perentorios, pero la acción continúa detenida, pese a que a dicha ley ordena el impulso oficioso y que es una acción de raigambre constitucional.

1.3 Ante el largo período que ha estado detenida su acción popular, presenta acción de tutela para que se ordene impulsarla oficiosamente.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita: a) se ordene a la funcionaria demandada tramitar oficiosamente su acción popular sin más dilación y b) dar trámite a la solicitud de tutela contra la Defensoría de Manizales y ordenarle presentar acciones de amparo a su nombre. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 2 de mayo se admitió la acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, la Defensoría del Pueblo Regional Caldas y las Salas Administrativa y Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda; se rechazó frente a las Salas Administrativa y Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Posteriormente se ordenó vincular al representante legal de Comfamiliar Risaralda y se declaró la falta de competencia funcional para conocer de la tutela propuesta contra la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 Los Magistrados de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda expusieron, en resumen, que respecto del proceso 2015-00196 que se tramita en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, que el señor Javier Elías Arias Idárraga solicitó vigilancia administrativa el 14 de marzo de 2016, la que fue resuelta oportunamente por esa Sala mediante oficio CSJRSA16-237 de 17 del mismo mes, en el que se le informó que las que de forma masiva e indiscriminada pidió,  fueron rechazadas porque no se formularon con el lleno de los requisitos legales.
Argumentaron que no existe nexo causal entre los derechos fundamentales presuntamente vulnerados y las acciones u omisiones de esa Sala; el actor, solo en tres oportunidades ha acudido a esa instancia administrativa y lo ha hecho en forma incorrecta, sin el lleno de los requisitos de ley, de lo que se le ha informado.
Hicieron un recuento de las normas relacionadas con la función que ejercen las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura en materia de vigilancia judicial; explicaron que el accionante ha presentado un serie de acciones populares en el Distrito Judicial de Pereira, las que se han venido adelantando según la capacidad de respuesta de los distintos despachos judiciales y antes de afirmar que existe desidia, desinterés o mala fe en el trámite procesal, debe probarse tal circunstancia, siendo además de público conocimiento que los juzgados de Pereira, en las especialidades civil y familia, se encuentran altamente congestionados, sin que cuenten con los medios suficientes para atender la demanda de justicia e indicaron que han actuado conforme a la ley, atendieron oportunamente las solicitudes presentadas por el accionante, quien no interpuso recurso de reposición contra la decisión de la Sala, ni subsanó los defectos que presentaban sus peticiones.
Solicitan se les desvincule de esa acción; en subsidio se reconozca que no existe liberalidad en la actitud del juez del conocimiento en adelantar la acción popular con la rapidez que anhela el accionante.

2.2 La Defensora del Pueblo Regional Caldas refirió que designó un abogado adscrito al área administrativa de esa Defensoría para asesorar al señor Arias Idárraga en materia de acciones constitucionales y en relación con su seguridad personal; fue así como ese mismo funcionario presentó en el mes de agosto de 2014 acción de tutela contra diferentes entidades para obtener la protección de sus derechos con ocasión a los supuestos actos de persecución de los que era objeto, la que fue negada porque las demandadas acreditaron que según el estudio de seguridad realizado, el actor no tenía riesgo alguno; además lo ha representado ante diferentes entidades, a las cuales ha acudido para presentar denuncias contra funcionarios públicos que no han accedido a sus pretensiones.

Seguidamente señaló que el 26 de marzo de 2015, el citado accionante le elevó petición para que le suministrara impresora, tinta, papel y defensores para redactar 10.000 acciones populares; como quiera que esa Defensoría no maneja recursos propios, se corrió traslado de esa solicitud a la Secretaría General. Esta respondió que por razones presupuestales no podía acceder a la misma pero que sí se le podría brindar orientación jurídica, a pesar de que se sabe que él “conoce al dedillo todo el procedimiento tanto de acciones populares como de acciones de tutela”; frente a esa contestación, el demandante requirió a esa Defensoría para que presentara tutela contra ella misma con el fin de que le brindaran los referidos insumos.

Indicó que ante la gran cantidad de acciones constitucionales que el accionante ha presentado, la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante diferentes providencias, solicitó a esa Defensoría agotar las gestiones necesarias para que por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses Seccional Caldas se le practique un examen de habilidad mental para determinar su “estado de capacidad de discernimiento para ejercer de forma autónoma sus derechos individuales”, sin que aún se haya podido practicar por las razones que explica.
Finalmente citó jurisprudencia en relación con la acción de tutela temeraria.

2.3 La funcionaria accionada informó que el auto que admitió la acción popular con radicado 2015-196 fue notificado por estado el 2 de julio de 2015; en dicha actuación han intervenido la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y Comfamiliar Risaralda. El proceso entró a despacho para dictar sentencia el 16 de diciembre de 2015 y no se ha resuelto de fondo, dado que hay prelación de otros procesos como son las acciones de tutela y otras nueve acciones populares, la de la demanda de tutela está en turno y se dio la orden de sacar el expediente para decretar una prueba de oficio.
2.4 El Secretario General y Representante Legal en Asuntos Judiciales y Extrajudiciales de Comfamiliar Risaralda, señaló que la acción popular a que se refieren los hechos de la demanda, ha sido atendida por el juzgado accionado en debida forma, bajo los términos de ley y a la fecha se encuentra pendiente el fallo.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- Considera el actor lesionados sus derechos al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia porque la juez accionada no ha cumplido los términos en el trámite de la acción popular que propuso y no la ha impulsado oficiosamente.

Así entonces la vulneración de tales garantías fundamentales se atribuye a una supuesta mora judicial. Al respecto la Corte Constitucional sentencia T-230 de 2013, expresó:

“3.5.1. La Constitución Política de 1991 consagra los derechos al debido proceso (art 29) y al acceso a la administración de justicia (art 229), los cuales abarcan dentro de su ámbito de protección: (i) el derecho que tiene toda persona de poner en funcionamiento el aparato judicial; (ii) el derecho a obtener una respuesta oportuna frente a las pretensiones que se hayan formulado; y (iii) el derecho a que no se incurran en omisiones o dilaciones injustificadas en las actuaciones judiciales.
 
…

 
En desarrollo de lo anterior, el artículo 228 del Texto Superior dispone que: “Los términos se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”, al mismo tiempo que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil, al referirse a las obligaciones del juez, determina que uno de sus deberes es: (…) 6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.”
 
3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
  Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
 
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.   

 

Como consecuencia de lo expuesto, en cuarto lugar, en los casos de mora judicial injustificada, para que proceda la acción de tutela, (a) además de acreditar la inexistencia de otro (sic) defensa judicial, es necesario que (b) se este (sic) ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios se tornen irreparables. Por último, frente a la mora judicial justificada, según las circunstancias del caso, es posible (i) negar la violación de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, sometiendo al interesado al sistema de turnos; (ii) ordenar excepcionalmente la alteración del orden para proferir el fallo, cuando el juez está en presencia de un sujeto de especial protección constitucional, o cuando la mora judicial supere los plazos razonables y tolerables de solución, en contraste con las condiciones de espera particulares del afectado; o (iii) en aquellos casos en que se está ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios no puedan ser subsanados, se puede ordenar un amparo transitorio en relación con los derechos fundamentales comprometidos, mientras la autoridad judicial competente se pronuncia de forma definitiva en torno a la controversia planteada. ”
3.- La Ley 472 de 1998 que regula lo concerniente al trámite de las accionas populares y de grupo, en el artículo 34 dice que “Vencido el término para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) días para proferir sentencia…”
4.- La funcionaria accionada, como ya se dijera, informó que el auto que admitió la acción popular en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, se notificó por estado el 2 de julio de 2015 y que entró a su  despacho para dictar sentencia el 16 de diciembre de 2015, pero no la ha dictado porque ha debido atender otros asuntos que tienen prelación, como las acciones de tutela y que antes de la del actor, ingresaron nueve acciones populares, encontrándose en turno para proferir el respectivo fallo, aunque dio la orden de sacarla, para decretar una prueba de oficio.
5.- De lo anterior se concluye que en este caso se encuentra justificada la mora judicial alegada, pues aunque se encuentra vencido el término de veinte días para dictar sentencia, la funcionaria demandada explicó las razones por las que no ha podido hacerlo; concretamente dijo que ha debido resolver, con prelación, las acciones de tutela y que han ingresado a su despacho, con anterioridad, otras nueve acciones populares.

Dice el artículo 15 del Decreto 2591 de 1991: “La tramitación de la tutela estará a cargo del juez…, y será substanciada con prelación, para lo cual se pospondrá cualquier asunto de naturaleza diferente, salvo el del hábeas corpus.- Los plazos son perentorios e improrrogables”.

De acuerdo con ese precepto, como ya se había anunciado, se considera justificada la demora en que ha incurrido la funcionaria accionada para definir la acción popular a que se refiere los hechos de la tutela. Y como la tardanza no se ha producido por el incumplimiento de las funciones por parte de la jueza demandada, se negará el amparo reclamado.
6.- Se negará la tutela frente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, porque de las pruebas incorporadas a la actuación, surge evidente que solicitó se ejerciera vigilancia judicial al proceso de que se trata
; y que aquella, mediante oficio del 17 de marzo de este año, lo requirió para que cumpliera los requisitos que debe llenar una petición de esa naturaleza
; el documento respectivo se le envió a su correo electrónico
, sin que hubiese cumplido tales exigencias, como lo expresaron los Magistrados de esa Sala en el escrito por medio del cual se pronunciaron en relación con la solicitud de amparo. Por tanto, puede inferirse, que no han lesionado algún derecho del que sea titular el citado señor.
7.- La misma decisión se adoptará frente a la solicitud de tutela contra el Defensor del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre la acción de tutela que por medio de esta providencia se resuelve.

8.- Tal como lo solicita el citado señor, se le enviará copia de este fallo a su correo electrónico y se ordenará, a su costa, expedirle copia de todo lo actuado. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, la Defensoría del Pueblo Regional Caldas y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda y el representante legal de Comfamiliar Risaralda.
SEGUNDO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, se le expedirá copia de toda la actuación.

TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.


� Folio 27


� Folios 33 y 34


� Folio 35
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